
 

 

 
 

 
20 de junio de 2004 – Número 29 

EL DESORDEN FISCAL CERCENA LAS POSIBILIDADES DE 
DESARROLLO. 
Mientras el INDEC anunció que la generación de empleo entró en un estado de 
aletargamiento, la conflictividad en la relación entre la Nación y las provincias 
desnuda el estado de desquicio en que ha caído el esquema de relaciones fiscales. 
Mientras no se clarifiquen los roles de cada jurisdicción no hay posibilidades de 
racionalizar la gestión del gasto público y eliminar los impuestos distorsivos. Esto 
trae asociado un nivel de inversión privada mucho mas bajo del que se necesita 
para recomponer la situación laboral.   

Si bien la Constitución estable un esquema federal para la organización del Estado Argentino, en 
materia fiscal se aplican mecanismos y criterios muchos mas centralizados y ambiguos. Por un lado, 
la mayor parte de la recaudación está centralizada en el Gobierno Nacional y se redistribuye a 
las jurisdicciones locales a través de mecanismos poco racionales y muchas veces 
arbitrarios. Por otro lado, en materia de gastos prevalece la idea de que “todos son 
responsables de todo”, lo que equivale a que “nadie se siente responsable de algo”. Por 
ejemplo, si bien los servicios de salud y educación hace varios años fueron transferidos a las 
provincias, la Nación sigue financiando la compra de medicamentos, libros para los alumnos, 
equipamientos e, incluso, paga parte de los sueldos. En el caso de los gastos asistenciales, las 
superporciones y ambigüedades en las funciones entre los tres niveles de gobiernos son extremas.  

La falta de correspondencia entre recaudación y gasto, junto con una muy diluida y poco clara 
asignación de responsabilidades entre jurisdicciones, genera un conjunto de incentivos muy 
perversos. Por ejemplo, ante reclamos de la sociedad civil por deficiencias en los servicios de 
educación o salud, la Nación argumentará con buenos fundamentos que la prestación está a cargo 
de las provincias y municipios. Estas podrán, también con buenos fundamentos, sostener que las 
deficiencias se originan en que la Nación no remitió los fondos suficientes o no cumplió con ejecutar 
determinadas acciones. Aun más ambigua son las responsabilidades sobre quien es el responsable 
de que un hogar pobre no reciba una mínima asistencia por parte del Estado. Conclusión: Nación, 
Provincias y Municipios hacen alarde de realizar todo tipo de actividades pero eluden todo 
tipo de responsabilidad sobre las deficientes prestaciones de servicios.  

Bajo las actuales reglas de juego, la prioridad en la agenda de un gobernador no es cobrar 
bien los impuestos ni administrar con buen criterio los fondos públicos. En realidad, mucho 
mas “rentable” es viajar a la Ciudad de Buenos a negociar una mayor transferencia de fondos. 
Peor aun, mientras mas gasta y menos recauda mayores son las probabilidades de obtener un trato 
“benévolo” por parte de los funcionarios nacionales, generalmente propensos no solo a premiar la 
sumisión política de las autoridades locales al poder central sino también sensibles a situaciones 
fiscales desbordantes.  
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La estructura de incentivos es perversa. A peor gestión mayor poder de negociación a la hora de la 
distribución de fondos. Lo mas grave es que el despilfarro fiscal no tiene asociado un mayor 
bienestar para la población.  

• En las provincias del norte argentino el empleo publico y los planes sociales representan en 
promedio alrededor de un tercio la población económicamente activa. Resulta notable que 
semejante presencia del Estado resultó insuficiente para evitar que la pobreza alcanzara al 70% 
de las personas, es decir, 15 puntos superior al promedio del país. 

• Por el contrario, regiones donde la dependencia del gasto público es mas baja, como por ejemplo 
la Región Pampeana, se observan tasas de incidencia de la pobreza por debajo del promedio. 

La falta de claridad en la asignación de funciones entre jurisdicciones incentiva la irresponsabilidad 
fiscal y esto conspira contra las posibilidades de desarrollo. La solución no se encuentra en la 
modificación del régimen de coparticipación de impuestos ni mucho menos en esquemas como 
los que propone el proyecto de Ley de Responsabilidad Fiscal. La importancia y complejidad del 
problema requieren transformaciones más audaces y estructurales. Estas debieran estar orientadas 
a retornar al esquema previsto en la Constitución, esto es, centrar la responsabilidad de la gestión 
del Estado en las provincias, incluyendo tanto el gasto como la recaudación, y limitar el rol del 
gobierno federal a las funciones expresamente delegadas (defensa, relaciones exteriores, 
administrar el sistema de seguridad social).  

Gráfico. Fuerza laboral dependiente del Estado y pobreza por provincia 
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Fuente: Idesa en base a EPH y Ministerio de Economía. 
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